
 

 

A LA JUNTA ELECTORAL CENTRAL 

El Consejo General de la Ciudadanía Española en el Exterior (CGCEE), órgano 
colegiado de carácter consultivo y asesor adscrito al Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, creado por el artículo 10 de la Ley 40/2006, de 14 
de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el exterior, ante la Junta 
Electoral Central comparece y, como mejor proceda en Derecho, 

 

EXPONE 

PRIMERO. - Naturaleza, composición y funciones del Consejo General de la 
Ciudadanía Española en el Exterior 

El Consejo General de la Ciudadanía Española en el Exterior se regula en la Ley 
40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el exterior, 
norma dictada al amparo del artículo 149.1.2.ª de la Constitución Española. 

a) Naturaleza y adscripción. Conforme al artículo 10.1 de la citada Ley, el CGCEE 
es "un órgano de carácter consultivo y asesor" adscrito al Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones.  

b) Legitimidad representativa y atribuciones. El artículo 9.1 de la Ley 40/2006 
reconoce a los españoles residentes en el exterior el derecho "a participar en los 
asuntos que les conciernen a través de los Consejos de Residentes Españoles y del 
Consejo General de la Ciudadanía Española en el Exterior". Este Consejo está 
integrado por representantes miembros elegidos por los Consejos de Residentes 
Españoles, integrados a su vez por los representantes elegidos democráticamente 
por las personas de nacionalidad española de cada demarcación consular. El 
CGCEE constituye, así, el máximo cauce de participación institucional de la 
ciudadanía española en el exterior reconocido por el ordenamiento jurídico. 

Entre sus atribuciones, el artículo 11.1 de la Ley le encomienda formular 
propuestas y recomendaciones sobre los principios inspiradores de la política de 
atención a la ciudadanía en el exterior, realizar o solicitar estudios sobre 
cuestiones que afecten a dicha ciudadanía y ser informado de la actuación de los 
órganos de la Administración competentes en materia de atención a la ciudadanía 
española en el exterior. 



c) Principio legal de igualdad. El artículo 1.1 de la Ley 40/2006 establece de forma 
expresa que su objeto es garantizar a la ciudadanía española en el exterior "el 
ejercicio de los derechos y deberes constitucionales, en términos de igualdad con 
los españoles residentes en el territorio nacional". Y en relación a la participación 
en la vida democrática, el artículo 4.1 establece también de manera rotunda que 
los españoles que residen en el exterior "tienen derecho a ser electores y elegibles, 
en todos y cada uno de los comicios, en las mismas condiciones que la ciudadanía 
residente en el Estado español". 

Es esa garantía de igualdad, que encabeza, no por casualidad, el catálogo de 
derechos de participación de la Ley 40/2006, la que sitúa la materia objeto de este 
escrito en el núcleo mismo de la competencia de este Consejo. 

 

SEGUNDO. – Objeto de este escrito 

En ejercicio de las atribuciones descritas en el expositivo anterior, y en 
cumplimiento del principio de igualdad que la Ley 40/2006 establece, el Consejo se 
dirige a esa Junta Electoral Central para trasladar su profunda preocupación por 
las consecuencias que, sobre el ejercicio del derecho de sufragio de la ciudadanía 
española residente en el exterior, se derivan de la aplicación de los Autos dictados 
el 10 de septiembre de 2026 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo (Piezas de Medidas Cautelares 1013/2026 y 1015/2026), que 
suspenden cautelarmente los efectos electorales de las inscripciones en el Censo 
Electoral de Residentes Ausentes (CERA) de quienes adquirieron la nacionalidad 
española al amparo de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de 
octubre, de Memoria Democrática. 

Sin perjuicio del obligado respeto a las resoluciones judiciales y de su 
cumplimiento por las Administraciones Públicas, este Consejo considera necesario 
poner de manifiesto ante la Administración Electoral tres cuestiones de especial 
gravedad: la inexactitud de las premisas fácticas sobre las que se ha construido la 
apreciación de riesgo; la discriminación que la medida produce en función del 
lugar de residencia; y la creciente estigmatización pública de la ciudadanía 
española en el exterior y de su derecho al voto. 

 

TERCERO. - Sobre las premisas fácticas 

Los Autos fundamentan la existencia de periculum in mora en un "peligro fundado, 
real y serio" derivado del incremento del CERA, atribuyendo dicho incremento a la 
aplicación de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y a la Instrucción de 
25 de octubre de 2022. Este Consejo considera necesario aportar a esa Junta los 
siguientes datos, que desvirtúan dicha premisa: 



 

a) La inscripción en el CERA no es automática ni deriva por sí sola de la 
adquisición de la nacionalidad. 

La adquisición de la nacionalidad española y la inscripción en el CERA son dos 
procedimientos administrativos distintos y sucesivos. Obtenida la nacionalidad, la 
persona interesada debe realizar un trámite adicional, consistente en su 
inscripción como residente en el Registro de Matrícula Consular, de la cual se 
deriva posteriormente, y únicamente en el caso de las personas mayores de edad, 
su incorporación al censo electoral. 

Este dato resulta esencial porque una parte muy considerable de quienes acceden 
a la nacionalidad española por esta vía lo hace por motivos vinculados a la 
reparación histórica, la identidad familiar o el vínculo afectivo con España, sin 
llegar a formalizar dicha inscripción consular. No existe, por tanto, el "volcado 
automático y acrítico de las inscripciones registrales" en el que se basan los 
recursos y que los Autos presuponen: entre la concesión de la nacionalidad y la 
incorporación al censo media la realización de un trámite diferenciado por parte 
de la persona interesada que, en un número significativo de casos, no llega a 
producirse. 

Es cierto que el artículo 2 del Real Decreto 3425/2000, de 15 de diciembre, dispone 
que “los españoles que residan habitualmente en el extranjero y aquellos que 
trasladen allí su residencia habitual deberán inscribirse en el Registro de Matrícula 
de la Oficina Consular o de la Sección Consular de la Misión Diplomática que 
corresponda a la circunscripción donde se encuentren”. No obstante, dicha 
previsión normativa no implica una incorporación automática al Registro de 
Matrícula Consular ni al CERA, sino que confirma la existencia de un trámite 
específico y diferenciado respecto del procedimiento de adquisición de la 
nacionalidad. 

 

b) El incremento del CERA no puede atribuirse de manera íntegra a la Ley de 
Memoria Democrática. 

El CERA tiene un crecimiento orgánico que se nutre de múltiples vías de alta que 
operan de forma simultánea y continua: cumplimiento de la mayoría de edad de 
españoles ya residentes en el exterior, traslados de residencia desde España al 
extranjero, adquisiciones de nacionalidad por otras vías distintas de la disposición 
adicional octava, y las regularizaciones o rectificaciones censales. Atribuir el 
incremento registrado a una sola causa constituye una simplificación que no se 
corresponde con el funcionamiento real del censo, tal y como puede acreditar la 
propia Oficina del Censo Electoral, cuya dirección y supervisión corresponde a esa 
Junta conforme al artículo 29.1 de la LOREG. 



 

c) El crecimiento sostenido del CERA es una constante histórica anterior a la 
Ley 20/2022. 

Los datos oficiales de la Oficina del Censo Electoral acreditan que el CERA se ha 
incrementado de manera sostenida y pronunciada durante décadas, con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Memoria Democrática. Se 
acompaña como documentación anexa la serie correspondiente a los últimos 
veinte años, de la que se desprende que el crecimiento del censo exterior no 
constituye un fenómeno excepcional ni novedoso, sino una tendencia estructural 
vinculada a la realidad histórica de la emigración española y al progresivo 
incremento de la población española residente fuera del territorio nacional. 

 

d) La cifra de incremento del CERA que sustenta el "periculum in mora" 
mezcla factores heterogéneos. 

La cifra aproximada de 400.000 nuevos electores que el Supremo toma como 
indicador de riesgo se trata como si fuera una magnitud homogénea, cuando en 
realidad comprende, al menos, tres niveles distintos:  

●​ El incremento total del CERA por todas las vías de alta antes descritas, de 
las cuales solo una parte procede de la Ley 20/2022;  

●​ Dentro de esa parte, la disposición adicional octava reconoce al menos tres 
supuestos de acceso a la nacionalidad —el de exilio (apartado 1, inciso 
primero, único al que se circunscribe expresamente la parte dispositiva de 
ambos Autos), el de las mujeres españolas que perdieron su nacionalidad 
por casarse con extranjeros antes de 1978, y el de los hijos e hijas mayores 
de edad de quienes ya obtuvieron la nacionalidad por esta misma vía—, de 
los cuales únicamente el primero guarda relación con el exilio; y  

●​ Dentro de este último, solo una parte se habrá tramitado al amparo de la 
presunción establecida en la Instrucción de 25 de octubre de 2022, 
mientras que otra parte contará con acreditación individualizada y directa, 
ajena a toda presunción. 

Ni los recursos que dieron lugar a los Autos ni las propias resoluciones aportan el 
desglose que permitiría conocer qué proporción de esos 400.000 electores 
corresponde a cada uno de estos niveles. Sin dicho desglose, la cifra global no 
permite sostener, por sí sola, la existencia de un riesgo cierto y específico 
vinculado a la interpretación de la Instrucción cuestionada, que es, en definitiva, lo 
único que constituye el objeto de la controversia jurídica de fondo. 

 

 



e) La participación efectiva del CERA es reducida. 

Cualquier apreciación de riesgo sobre una eventual alteración del resultado 
electoral debe ponderarse necesariamente a la luz de los niveles reales de 
participación del electorado exterior, significativamente inferiores a los del 
electorado residente en España, según acreditan los datos oficiales de los últimos 
procesos electorales que igualmente se acompañan. A ello debe añadirse que el 
ejercicio del derecho de voto no es obligatorio en España, lo que exige presumir, 
además del incremento censal, que las personas afectadas se inscriben, que 
efectivamente ejercen su derecho y que lo hacen de forma homogénea y en un 
sentido determinado, para poder sostener siquiera hipotéticamente una 
incidencia decisiva sobre el resultado electoral. Se trata de una cadena de 
presunciones sucesivas que no encuentra respaldo en ningún dato aportado por 
los recursos ni recogido en los propios Autos. 

En consecuencia, la premisa de un incremento excepcional, automático e 
íntegramente atribuible a una sola norma —premisa sobre la que se construye 
toda la apreciación de riesgo— no se corresponde con el funcionamiento real del 
censo ni con la serie histórica disponible en la propia Administración Electoral. 

Asimismo, los procesos electorales celebrados desde la entrada en vigor de la Ley 
20/2022 no han puesto de manifiesto la existencia de comportamientos 
electorales diferenciados que permitan atribuir al colectivo afectado una incidencia 
electoral singular. 

 

CUARTO. - Sobre la discriminación por razón del lugar de residencia 

Este Consejo desea llamar muy especialmente la atención de esa Junta sobre un 
efecto de las medidas acordadas que resulta particularmente grave desde la 
perspectiva del principio de igualdad. 

El hecho de que las medidas cautelares se proyecten exclusivamente sobre las 
inscripciones en el CERA trae dos consecuencias: 

●​ Una persona que haya adquirido la nacionalidad española al amparo de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y resida en España conserva 
íntegramente su derecho de sufragio, por figurar inscrita en el censo de 
españoles residentes en España (CER). 

●​ Esa misma persona, con idéntico título de nacionalidad, obtenido por 
idéntico procedimiento, bajo idénticos criterios y en idéntica fecha, ve 
suspendidos sus efectos electorales si reside en el extranjero. 

La única variable que determina la conservación o la pérdida del ejercicio de este 
derecho fundamental es, por tanto, el lugar de residencia. Si existiera una duda 
real sobre el cumplimiento de los requisitos legales para la adquisición de la 



nacionalidad, dicha duda sería idéntica con independencia del país en el que 
resida la persona afectada. El hecho de que la medida alcance únicamente al 
censo exterior evidencia que lo afectado en la práctica no es la validez del título de 
nacionalidad, sino el acceso al voto de un colectivo delimitado exclusivamente por 
su lugar de residencia. 

Esta desigualdad resulta frontalmente incompatible con el mandato del artículo 
4.1 de la Ley 40/2006, que reconoce a los españoles residentes en el exterior el 
derecho a ser electores "en las mismas condiciones que la ciudadanía residente en 
el Estado español", así como con el principio de igualdad que informa todo el 
contenido de dicha Ley conforme a su artículo 1.1 y con el objetivo de garantizar 
los derechos y obligaciones de los residentes en el extranjero en condiciones de 
igualdad con los residentes en España fijado en su artículo 3.a) . Y resulta 
igualmente difícil de conciliar con el artículo 23.1 de la Constitución Española, que 
reconoce "el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por 
sufragio universal" a "los ciudadanos", sin introducir distinción alguna por razón de 
residencia; así como con el artículo 14 de la Constitución Española. 

A ello debe añadirse una circunstancia que agrava la situación: las personas 
afectadas no han sido parte en los procedimientos de los que emanan estas 
resoluciones, no han podido formular alegación alguna en su defensa y no 
disponen de un cauce individual para revertir una medida que les afecta de forma 
directa y personal. 

Refuerza esta conclusión un elemento de contraste que ninguno de los Autos ha 
considerado: en el mismo periodo de referencia, el censo de electores residentes 
en España ha crecido, en términos absolutos, en una magnitud igual o superior a 
la del censo exterior, sin que dicho crecimiento —debido en parte significativa a 
nacionalizaciones tramitadas dentro de España— haya generado cuestionamiento 
alguno ni solicitud de suspensión de inscripción censal. Si el criterio determinante 
fuese la magnitud del crecimiento censal y su incidencia potencial en el resultado 
electoral, la conclusión debería ser la misma para ambos censos. Que no lo sea 
evidencia, una vez más, que la variable realmente determinante no es el 
crecimiento del censo, sino el lugar de residencia de quienes lo integran. 

 

QUINTO. - Sobre el régimen legal de privación del derecho de sufragio 

El artículo 68.5 de la Constitución establece que "son electores y elegibles todos los 
españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos". En su desarrollo, el 
artículo 2.1 de la LOREG reconoce el derecho de sufragio activo a los españoles 
mayores de edad no comprendidos en los supuestos del artículo 3. Y el artículo 3.1 
establece que únicamente carecen de dicho derecho quienes hayan sido 



condenados por sentencia judicial firme a la pena, principal o accesoria, de 
privación del derecho de sufragio, durante el tiempo de su cumplimiento. 

Las personas afectadas por las medidas cautelares son ciudadanos y ciudadanas 
españolas que no incurren en ninguno de los supuestos legalmente previstos de 
privación del sufragio. Sin perjuicio del obligado cumplimiento de las resoluciones 
judiciales por las Administraciones públicas, su aplicación administrativa no 
debería comportar, de facto, el establecimiento de una causa de privación del 
ejercicio del derecho de sufragio distinta de las expresamente previstas por la 
legislación electoral. 

En este contexto, resulta especialmente relevante recordar que el derecho de 
sufragio forma parte de los derechos políticos inherentes a la condición de 
ciudadano español. Mientras dicha condición no haya sido dejada sin efecto por 
los procedimientos legalmente establecidos, cualquier limitación de su ejercicio 
debe interpretarse de forma estricta y aplicarse con pleno respeto a las garantías 
previstas en el ordenamiento jurídico. 

Conviene destacar, además, que la inscripción en el censo electoral no tiene 
naturaleza constitutiva del derecho de sufragio, sino meramente declarativa: el 
Tribunal Constitucional ha señalado que "la inscripción censal es de naturaleza 
declarativa de la titularidad del derecho de voto y no constitutiva de la misma" 
(SSTC 154/1988, de 21 de julio, y 144/1999, de 22 de julio). El acto verdaderamente 
constitutivo de la capacidad electoral es la atribución de la nacionalidad española, 
conforme al artículo 13.2 de la Constitución. Suspender la inscripción censal de 
quien ya ostenta la nacionalidad española equivale, en la práctica, a suspender 
uno de los efectos inherentes a esa misma nacionalidad, sin que exista, como se 
ha dicho, sentencia firme alguna que lo ampare. 

Este Consejo quiere, finalmente, hacer notar una circunstancia que agrava 
sensiblemente el alcance de la medida. Al suspender los efectos electorales de la 
inscripción en el CERA "para los sucesivos procesos electorales que puedan 
convocarse", sin excepción expresa, la medida alcanza también a las elecciones al 
Parlamento Europeo, en las que la ciudadanía española residente en terceros 
países ejerce su derecho de voto precisamente a través de dicho censo. Ello 
proyecta la controversia más allá del ámbito estrictamente doméstico, al afectar a 
derechos reconocidos por el Derecho de la Unión Europea: el artículo 39 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea garantiza a todo 
ciudadano de la Unión el derecho a ser elector y elegible en las elecciones al 
Parlamento Europeo, en los mismos términos que el artículo 22 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. Este Consejo no ignora que la valoración de 
esta dimensión excede el ámbito de actuación de esa Junta, pero considera 
necesario dejar constancia de ella como muestra adicional de la trascendencia y 
gravedad de la cuestión que motiva este escrito.  



 

SEXTO. - Sobre la estigmatización de la ciudadanía española en el exterior 

Este Consejo, en ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 11.1.b) de la 
Ley 40/2006, desea trasladar a esa Junta su preocupación por determinadas 
manifestaciones y debates públicos surgidos en torno al voto exterior. 

En las últimas semanas se han producido manifestaciones públicas que 
cuestionan, de forma general, la legitimidad del sufragio de quienes residen fuera 
de España, atribuyendo a la ciudadanía exterior comportamientos o motivaciones 
que no pueden predicarse de manera indiscriminada de un colectivo tan diverso. 
Este Consejo considera improcedentes dichas generalizaciones y desea dejar 
constancia de que: 

●​ El sufragio de la ciudadanía española residente en el exterior constituye un 
derecho reconocido por la Constitución y por el ordenamiento jurídico 
español. El ejercicio de este derecho no puede verse condicionado por 
consideraciones ajenas a los requisitos legalmente establecidos ni 
cuestionarse de forma general por razón del lugar de residencia o de la vía 
de adquisición de la nacionalidad. 

●​ La ciudadanía española en el exterior forma parte de la comunidad política 
española y ejerce sus derechos y deberes de conformidad con el 
ordenamiento jurídico. 

●​ La ciudadanía en el exterior no debe verse afectada por planteamientos 
que cuestionen con carácter general el ejercicio de derechos reconocidos 
legalmente. Todo discurso que diferencie o menoscabe a las personas 
españolas residentes fuera del país contribuye a una percepción negativa y 
parcial de un colectivo de más de tres millones de personas. 

 

SÉPTIMO. - Sobre las competencias de esa Junta Electoral Central 

El artículo 8.1 de la LOREG establece que la Administración Electoral tiene por 
finalidad "garantizar en los términos de la presente Ley la transparencia y 
objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad".  

Es precisamente en el ejercicio de esa función de garantía del principio de igualdad 
donde este Consejo considera que esta Junta puede y debe desempeñar un papel 
esencial, velando por que la aplicación de las medidas acordadas preserve al 
máximo las garantías del derecho de sufragio y evitando situaciones de 
desigualdad, incertidumbre o indefensión entre la ciudadanía española. 

 

Por todo lo expuesto, 



SOLICITA: 

PRIMERO. - Que tenga por presentado este escrito, por comparecido al Consejo 
General de la Ciudadanía Española en el Exterior en la representación que ostenta, 
y por trasladada su profunda preocupación ante las consecuencias que la 
aplicación de las medidas cautelares acordadas produce sobre el ejercicio efectivo 
del derecho de sufragio de la ciudadanía española residente en el exterior. 

SEGUNDO.- Que tenga en consideración, en el ejercicio de sus funciones de 
dirección y supervisión de la Oficina del Censo Electoral y en cuantos informes o 
actuaciones deba emitir en relación con esta materia, los elementos fácticos 
expuestos en el expositivo TERCERO de este escrito y la documentación estadística 
que se acompaña, relativos al funcionamiento del CERA, y en particular se solicita 
que se valoren: la inexistencia de automatismo entre la adquisición de la 
nacionalidad y la inscripción censal, la pluralidad de vías de alta en el CERA, la 
tendencia histórica de crecimiento del censo exterior muy anterior a la Ley 
20/2022, y los niveles reales de participación electoral del electorado exterior. 

TERCERO. - Que, en el ámbito de sus competencias, vele por que la aplicación de 
las medidas acordadas se lleve a cabo con pleno respeto a los artículos 14 y 23 de 
la Constitución y a los artículos 2 y 3 de la LOREG, evitando que las actuaciones 
sobre el censo electoral produzcan, de facto, la privación del ejercicio del derecho 
de sufragio de ciudadanos españoles no incursos en ninguno de los supuestos 
legalmente previstos. 

CUARTO. - Que valore de forma específica, en el ejercicio de la función de garantía 
del principio de igualdad que le atribuye el artículo 8.1 de la LOREG, la desigualdad 
de trato que la aplicación de estas medidas genera entre ciudadanía española con 
idéntico título de nacionalidad exclusivamente en función de su lugar de 
residencia; y que, en coherencia con el mandato de igualdad del artículo 4.1 de la 
Ley 40/2006, adopte las actuaciones a su alcance dirigidas a que dicha igualdad se 
restablezca equiparando el trato dispensado al Censo Electoral de Residentes 
Ausentes al que ya reciben el electorado residente en España —esto es, 
preservando el ejercicio del derecho de sufragio de la ciudadanía en el exterior en 
los mismos términos que el de la ciudadanía residente—, y no en sentido 
contrario.  

Subsidiariamente, y para el caso de que esa Junta no considere posible adoptar 
actuaciones en tal sentido, que al menos haga constar esta desigualdad ante los 
órganos competentes para su corrección. 

QUINTO. - Que inste de la Oficina del Censo Electoral el establecimiento, con la 
mayor celeridad y claridad posibles, de los procedimientos, plazos y cauces de 
información dirigidos a las personas afectadas, y en particular en lo relativo a la 
certificación consular individualizada prevista en los propios Autos, de modo que 



ninguna persona se vea privada del ejercicio de su derecho por desconocimiento 
de su situación censal o por falta de un cauce practicable para acreditar su 
condición. 

SEXTO. - Que tenga por ofrecida la colaboración institucional del Consejo General 
de la Ciudadanía Española en el Exterior, en su condición de órgano de 
representación de la ciudadanía española en el exterior y al amparo del artículo 
11.1 de la Ley 40/2006, para cuantos estudios, informes o aclaraciones sobre el 
funcionamiento real del censo electoral exterior esa Junta pueda considerar de 
utilidad. 

 

 

Se acompaña a este escrito la siguiente documentación: 

●​ Serie estadística oficial de la Oficina del Censo Electoral relativa a la 
evolución del Censo Electoral de Residentes Ausentes (CERA) en los últimos 
veinte años. 

●​ Datos oficiales de participación electoral del CERA en los últimos procesos 
electorales celebrados. 
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Elecciones generales 2023 

●​ CERA: 2.328.214 
●​ Votantes totales: 233.774  
●​ Participación: 10,04%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/CONSULADO-PROVINCIA.xls 

 

Desglose por continentes: 

 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/CONSULADO-PROVINCIA.xls


 

La comparación entre continentes muestra que conviene diferenciar claramente entre el 
tamaño del censo electoral y el volumen de voto. En las elecciones generales de 2023, 
América concentraba el 61,7 % de los electores inscritos en el CERA (1.435.507 personas), 
pero registró una participación de sólo 5,78 %, lo que se traduce en 82.995 votos. Europa, 
por el contrario, representaba únicamente el 35,4 % del censo (824.659 electores) y alcanzó 
una participación del 17,49 %, aportando 144.226 votos. 

Estos datos evidencian que un incremento del número de electores no se traduce 
automáticamente en un aumento proporcional de votos emitidos. Esta circunstancia 
resulta especialmente relevante en el debate sobre la Ley de Memoria Democrática, dado 
que buena parte del crecimiento reciente del censo se concentra en países americanos que 
presentan niveles de participación históricamente muy inferiores a los europeos. 

 

 

 



Elecciones al parlamento europeo 2024: 

●​ CERA: 2.422.715 
●​ Votantes totales: 114.976  
●​ Participación: 4,75%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/PE2024_consulado_provincia.xlsx 

 

Elecciones al parlamento de Andalucía 2026: 

●​ CERA: 302.074 
●​ Votantes totales: 21.583  
●​ Participación: 7,14%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/Andalucia_2026_resultados.pdf 

 

Elecciones a las Cortes de Castilla y León 2026: 

●​ CERA: 180.234 
●​ Votantes totales:12.071  
●​ Participación: 6,70%   
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/CYL-2026-Resultados-definitivos-y-C
ERA.pdf 

 

Elecciones al parlamento de Galicia 2024: 

●​ CERA: 476.544 
●​ Votantes totales: 22.960  
●​ Participación: 4,82%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/resultados_CERA_18042024.pdf 

 

 

 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/PE2024_consulado_provincia.xlsx
https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/Andalucia_2026_resultados.pdf
https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/CYL-2026-Resultados-definitivos-y-CERA.pdf
https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/CYL-2026-Resultados-definitivos-y-CERA.pdf


Elecciones a la asamblea de Madrid 2023: 

●​ CERA: 391.059 
●​ Votantes totales: 28.833  
●​ Participación: 7,37%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/Madrid%20numero%20votantes%2
0CERA.pdf 

 

Elecciones al parlamento de Canarias 2023: 

●​ CERA: 183.444 
●​ Votantes totales: 6.657  
●​ Participación: 3,63%  
●​ Fuente: 

https://www.juntaelectoralcentral.es/cs/jec/documentos/Canarias%20resultados.pdf 

 



 
 

SERIE ESTADÍSTICA OFICIAL DE LA OFICINA DEL CENSO ELECTORAL RELATIVA A LA 
EVOLUCIÓN DEL CENSO ELECTORAL DE RESIDENTES AUSENTES (CERA) EN LOS 

ÚLTIMOS VEINTE AÑOS. 

 

 

 



 
 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Oficina del Censo Electoral del Instituto 
Nacional de Estadística (INE) 

https://ine.es/dyngs/CEL/index.htm?cid=77 
 

https://ine.es/dyngs/CEL/index.htm?cid=77

